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1. Es cada vez más frecuente la imposición de sanciones económicas, tanto a escala internacional 
como regional y unilateral. El objeto de la presente observación general es subrayar que, 
independientemente de las circunstancias, esas sanciones deben siempre tener plenamente en 
cuenta las disposiciones del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
El Comité no discute en modo alguno la necesidad de imponer sanciones en casos adecuados de 
conformidad con el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas o de otras normas aplicables 
de derecho internacional. Pero también se deben considerar plenamente aplicables en tales casos 
las disposiciones de la Carta que se refieren a los derechos humanos (Arts. 1, 55 y 56). 
 
2. En el decenio de 1990 el Consejo de Seguridad ha impuesto sanciones de diversa índole y 
duración en relación con Sudáfrica, Irak-Kuwait, partes de la ex Yugoslavia, Somalia, la Jamahiriya 
Árabe Libia, Liberia, Haití, Angola, Rwanda y el Sudán. Las consecuencias de las sanciones para 
el disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales han sido evocadas ante el Comité en 
diversos casos referentes a Estados Partes en el Pacto, algunos de los cuales han sido objeto de 
informes periódicos, lo que ha dado al Comité la oportunidad de examinar detenidamente la 
situación. 
 
3. Si bien los efectos de las sanciones varían de un caso a otro, el Comité es consciente de que 
casi siempre producen consecuencias dramáticas en los derechos reconocidos en el Pacto. Así, 
por ejemplo, con frecuencia originan perturbaciones en la distribución de suministros alimentarios, 
farmacéuticos y sanitarios, comprometen la calidad de los alimentos y la disponibilidad de agua 
potable, perturban gravemente el funcionamiento de los sistemas básicos de salud y educación y 
socavan el derecho al trabajo. Además, cabe citar entre las consecuencias indeseadas el refuerzo 
del poder de minorías opresoras, la aparición prácticamente inevitable de un mercado negro y la 
generación de grandes beneficios inesperados para los grupos de privilegiados que lo administran, 
el aumento del control que las minorías gobernantes ejercen sobre la población en general y la 
restricción de oportunidades de búsqueda de asilo o de expresión de oposición política. Aunque los 
fenómenos mencionados en la frase anterior tienen un carácter esencialmente político, ejercen 
asimismo un importante efecto adicional en el disfrute de los derechos económicos, sociales y 
culturales. 
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4. Al considerar las sanciones, resulta esencial distinguir entre el objetivo básico que se persigue al 
ejercer una presión política y económica sobre la minoría gobernante del país para persuadirla a 
que respete el derecho internacional y la imposición colateral de sufrimientos a los grupos más 
vulnerables del país en cuestión. Por esa razón, los regímenes de sanciones establecidos por el 
Consejo de Seguridad incluyen en la actualidad exenciones de carácter humanitario destinadas a 
permitir el flujo de bienes y servicios esenciales destinados a fines humanitarios. Se parte de la 
suposición general de que esas exenciones garantizan el respeto básico de los derechos 
económicos, sociales y culturales del país de que se trate. 
 
5. Sin embargo, diversos estudios recientes de las Naciones Unidas y de otras fuentes que han 
analizado las consecuencias de las sanciones han llegado a la conclusión de que esas exenciones 
no producen el efecto deseado. Además, el ámbito de las exenciones es muy limitado. No 
contemplan, por ejemplo, la cuestión del acceso a la enseñanza primaria ni prevén la reparación de 
las infraestructuras esenciales para proporcionar agua potable, atención médica adecuada, etc. El 
Secretario General indicó en 1995 que era necesario evaluar las consecuencias potenciales de las 
sanciones antes de imponerlas y garantizar la prestación de asistencia humanitaria a los grupos 
vulnerables.1/ En un importante estudio preparado el año siguiente para la Asamblea General por 
la Sra. Graça Machel, relativo a las repercusiones de los conflictos armados sobre los niños, se 
afirmaba que "las exenciones de carácter humanitario pueden ser ambiguas y se interpretan en 
forma arbitraria e incongruente... Las demoras, la confusión y la denegación de solicitudes de 
importación de bienes humanitarios esenciales pueden causar una escasez de recursos... [Sus 
efectos] inevitablemente tienen consecuencias más graves para los pobres".2/ Un estudio más 
reciente de las Naciones Unidas, fechado en 1997, llegaba a la conclusión de que los 
procedimientos de examen establecidos por los diversos  comités de sanciones creados por el 
Consejo de Seguridad "siguen siendo engorrosos y los organismos de ayuda siguen tropezando 
con dificultades a la hora de obtener la aprobación de exenciones para determinados suministros... 
[Los] comités descuidan problemas más importantes, como son las infracciones comerciales y 
gubernamentales en forma de mercado negro, comercio ilícito y corrupción". 3/ 
 
6. Del elevado número de estudios generales y específicos realizados se desprende con toda 
claridad que se presta atención insuficiente a los efectos de las sanciones sobre los grupos 
vulnerables. Sin embargo, esos estudios no han examinado específicamente por diversas razones 
las consecuencias nefastas que se siguen para el disfrute de los derechos económicos, sociales y 
culturales per se. De hecho es evidente que en la mayoría de los casos, si no en todos, esas 
consecuencias no se han tenido en cuenta o no han recibido la atención que merecen. Es, pues, 
necesario inyectar una dimensión relacionada con los derechos humanos en las deliberaciones 
sobre este tema. 
 
7. El Comité considera que las disposiciones del Pacto, reflejadas prácticamente todas en otros 
instrumentos de derechos humanos y en la Declaración Universal de Derechos Humanos, no se 
pueden considerar inoperantes o en modo alguno inaplicables solamente por el hecho de que se 
haya tomado la decisión de imponer sanciones por consideraciones relacionadas con la paz y la 
seguridad internacionales. Así como la comunidad internacional insiste en que todo Estado objeto 
de sanciones debe respetar los derechos civiles y políticos de sus ciudadanos, así también ese 
Estado y la propia comunidad internacional deben hacer todo lo posible por proteger como mínimo 
el contenido esencial de los derechos económicos, sociales y culturales de las personas afectadas 
de dicho Estado (véase también la observación general Nº 3 (1990), párr. 10). 
 
8. Aunque esta obligación de cada Estado deriva del compromiso que le impone la Carta de las 
Naciones Unidas de promover el respeto de los derechos humanos de todos, conviene también 
recordar que todos los miembros permanentes del Consejo de Seguridad han firmado el Pacto, 
aunque dos de ellos (China y los Estados Unidos) no lo han ratificado aún. La mayoría de los 
miembros no permanentes en un período determinado son también Partes. Cada uno de esos 
Estados ha asumido, de conformidad con el párrafo 1 del artículo 2 del Pacto, el compromiso de 
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"adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación 
internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que 
disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados..., la plena efectividad de 
los derechos aquí reconocidos". Cuando el Estado afectado es también un Estado Parte, los 
demás Estados son doblemente responsables de respetar y tener en cuenta las obligaciones 
pertinentes. Si se imponen sanciones a Estados que no son parte en el Pacto, se aplicarán en todo 
caso los mismos principios, teniendo en cuenta los derechos económicos, sociales y culturales de 
los grupos vulnerables se consideran parte del derecho internacional general, como lo demuestra, 
por ejemplo, la ratificación casi universal de la Convención sobre los Derechos del Niño y el 
prestigio de la Declaración Universal de Derechos Humanos. 
 
9. Aunque el Comité no tiene competencia alguna en relación con las decisiones de imponer o no 
sanciones, tiene sin embargo la responsabilidad de vigilar el cumplimiento del Pacto por todos los 
Estados Partes. Cuando se adoptan medidas que impiden a un Estado Parte cumplir las 
obligaciones que le impone el Pacto, el Comité debe ocuparse oportunamente de los términos de 
las sanciones y de la forma en que se aplican. 
 
10. El Comité cree que de estas consideraciones se desprenden dos categorías de obligaciones. 
La primera se refiere al Estado afectado. La imposición de sanciones no anula ni atenúa en modo 
alguno las obligaciones pertinentes de ese Estado Parte. Como en otras situaciones comparables, 
esas obligaciones adquieren una importancia práctica mayor en tiempos particularmente difíciles. 
Por consiguiente, el Comité está llamado a examinar con el mayor cuidado si el Estado de que se 
trate ha adoptado medidas "hasta el máximo de los recursos de que disponga" para proporcionar la 
mayor protección posible a los derechos económicos, sociales y culturales de los individuos que 
viven bajo su jurisdicción. Aunque las sanciones disminuirán inevitablemente la capacidad del 
Estado afectado de financiar o apoyar algunas de las medidas necesarias, el Estado sigue 
teniendo la obligación de eliminar toda discriminación en el disfrute de esos derechos y de adoptar 
todas las medidas posibles, incluidas las negociaciones con otros Estados y la comunidad 
internacional, para reducir al mínimo las consecuencias negativas sobre los derechos de los 
grupos vulnerables de la sociedad. 
 
11. La segunda categoría de obligaciones se refiere a la parte o partes responsables de la 
imposición, el mantenimiento o la aplicación de las sanciones, ya se trate de la comunidad 
internacional, de una organización internacional o regional, o de un Estado o un grupo de Estados. 
A este respecto, el Comité considera que del reconocimiento de los derechos económicos, sociales 
y culturales se desprenden lógicamente tres conclusiones. 
 
12. En primer lugar, esos derechos deben ser tenidos plenamente en cuenta al diseñar el régimen 
de sanciones adecuado. Sin refrendar ninguna medida particular a este respecto, el Comité toma 
nota de propuestas como las que piden la creación de un mecanismo de las Naciones Unidas para 
la previsión y el seguimiento de los efectos de las sanciones, la elaboración de un conjunto más 
transparente de principios y procedimientos acordados basados en el respeto de los derechos 
humanos, la determinación de un número mayor de bienes y servicios exentos, la autorización de 
organismos técnicos reconocidos para determinar las exenciones necesarias, la creación de un 
conjunto de comités de sanciones dotados de mayores recursos, una definición más precisa de las 
vulnerabilidades de aquellos cuya conducta desea modificar la comunidad internacional y la 
introducción de una mayor flexibilidad general. 
 
13. En segundo lugar, durante todo el período de vigencia de las sanciones se debe proceder a 
una vigilancia efectiva, en todo caso requerida por las disposiciones del Pacto. Cuando una entidad 
externa asume una responsabilidad incluso parcial por la situación de un país (ya sea en el marco 
del Capítulo VII de la Carta o de cualquier otro instrumento), asume también inevitablemente la 
responsabilidad de hacer todo lo que esté a su alcance para proteger los derechos económicos, 
sociales y culturales de la población afectada. 
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14. En tercer lugar, la entidad externa tiene la obligación de "adoptar medidas, tanto por separado 
como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y 
técnicas" para responder a todo sufrimiento desproporcionado impuesto a los grupos vulnerables 
del país de que se trate. 
 
15. Adelantándose a la objeción de que las sanciones entrañan casi por definición graves 
violaciones de los derechos económicos, sociales y culturales si pretenden conseguir sus objetivos, 
el Comité toma nota de la conclusión de un importante estudio de las Naciones Unidas en el 
sentido de que es posible adoptar "decisiones para aliviar el sufrimiento de los niños o reducir al 
mínimo otras consecuencias nefastas sin comprometer el objetivo político de las sanciones".4/ Ello 
se aplica igualmente a la situación de todos los grupos vulnerables. 
 
16. Al adoptar esta observación general, el único objetivo que persigue el Comité es poner de 
relieve el hecho de que los habitantes de un país concreto no pierden sus derechos económicos, 
sociales y culturales fundamentales porque se haya demostrado que sus dirigentes han violado 
normas relativas a la paz y la seguridad internacionales. No se pretende apoyar ni estimular a esos 
dirigentes ni tampoco socavar los intereses legítimos de la comunidad internacional por que se 
respeten las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas y los principios generales del 
derecho internacional. Se trata más bien de insistir en que no se debe responder a un 
comportamiento ilícito con otro comportamiento ilícito que no preste atención a los derechos 
fundamentales subyacentes que legitiman esa acción colectiva. 

Adoptada el 4 de diciembre de 1997. 
 
 
 
 
 
 

1/ "Suplemento de "Un programa de paz": documento de posición del Secretario General 
presentado con ocasión del cincuentenario de las Naciones Unidas" (A/50/60-S/1995/1), párrs. 66 
a 76. 
 
2/ "Repercusiones de los conflictos armados sobre los niños" (A/51/306, anexo) (1996), párr. 128. 
 
3/ L. Minear y otros, Toward More Humane and Effective Sanctions Management: Enhancing the 
Capacity of the United Nations System, Executive Summary. Estudio preparado a petición del 
Departamento de Asuntos Humanitarios de las Naciones Unidas en nombre del Comité 
Permanente entre Organismos, 6 de octubre de 1997. 
 
4/ Ibíd. 
 


